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Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
E.       S.      D.  
 
 
ACCION DE TUTELA 
ACCIONANTE: INVERSIONES ECANU LTDA EN LIQUIDACION, NIT No. 
802 014 890-9 
ENTIDAD ACCIONADA: FISCALIA 38 ESPECIALIZADA UNIDAD 
NACIONAL PARA LA EXTINCION DE DOMINIO Y CONTRA EL LAVADO 
DE ACTIVO. 
 
ASUNTO: DEMANDA DE TUTELA 
 
CARLOS DANIEL MERLANO RODRIGUEZ, varón, mayor de edad, vecino de 
la ciudad de Barranquilla, identificado con la cédula de ciudadanía No. 8.739.379 y 
portador de la T.P. No. 80.090 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en 
este acto en nombre y representación de la sociedad INVERSIONES ECANU 
LTDA. EN LIQUIDACION, Nit: 802 014 890 – 9, en virtud del poder especial a mí 
otorgado por la señora LIZ MARY CARRASCAL GARCES, identificada con C.C. 
No. 22.668.589, ex representante legal y actual socia capitalista de dicha sociedad, 
con el mayor respeto me dirijo a usted a efectos de interponer ACCIÓN DE 
TUTELA en contra de la FISCALIA 38 ESPECIALIZADA UNIDAD NACIONAL 
PARA LA EXTINCION DE DOMINIO Y CONTRA EL LAVADO DE ACTIVO por 
violación al derecho fundamental de acceso a la justicia y al debido proceso de mi 
representada,  por dilación en el adelantamiento del siguiente proceso: 

 
FISCALIA 38 ESPECIALIZADA UNIDAD NACIONAL PARA LA EXTINCION DE 
DOMINIO Y CONTRA EL LAVADO DE ACTIVO;  
RAD: 9477ED. 
PROCESO DE: EXTINCION DE DOMINIO. 

 
1.- HECHOS 

 
1.1.- Mí representada la sociedad INVERSIONES ECANU LTDA. EN 
LIQUIDACION, Nit: 802 014 890 – 9, se encuentra vinculada dentro  del proceso 
de extinción de dominio reseñado; investigación y actuaciones que se vienen 
surtiendo desde el año 2010. 

 
1.2.-  Dentro de la resolución de inicio proferida por el ente investigador, hace más 
de 10 años, se señala : “Analizada la documentación incautada en las inspecciones 
realizadas el día 17 de junio de 2010, en especial las ACTAS DE JUNTAS DE 
ACCIONISTAS y ACTAS DE JUNTAS DIRECTIVAS de la empresa UNIAPUESTAS 
S.A. Nit. 802.013.432, se evidencia que la señora LIBIA INES GARCES SALAZAR 
identificada con CC. 31.718.477 aparece como integrante de las JUNTAS DIRECTIVAS de 
la citada empresa desde el año 2002 al 2010, observándose que siempre estuvo en calidad de 
miembro principal y fungiendo como presidente de las juntas directivas, sumando al hecho 
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que aparece representando la participación accionaria de la empresa ECANU LTDA con 
domicilio en la ciudad de Barranquilla (Atlántico). 
INVERSIONES ECANU LTDA, tiene una participación accionaria de 21.000 acciones a 
un valor nominal de $10.000 cada una, para un total de $210.000.000, equivalente al 6% 
de participación total de la empresa, las mismas están representadas por la señora LIBIA 
INES GARCES SALAZAR. Se destaca igualmente el hecho de que UNIAPUESTAS 
también aparecen como accionistas entre otros, los señores: ENILCE DEL ROSARIO 
LOPEZ ROMERO, HECTOR JULIO ALFONSO, HECTOR JULIO ALFONSO 
LOPEZ, JORGE LUIS ALFONSO LOPEZ, JOSE JULIO ALFONSO LOPEZ, WENDY 
VANNESA ALFONSO LOPEZ.” 
 
1.3.- Dentro de la oportunidad legal, la sociedad aquí Accionante presentó 
memorial de OPOSICION a la resolución de inicio y a la acusación de ser “una 
sociedad creada al servicio de la circulación de dinero ilícito de origen 
desconocido”, explicando el contexto que llevó a INVERSIONES ECANU LTDA a 
asociarse a la sociedad UNIAPUESTAS S.A.  
 
1.3.1.- “LA SOCIEDAD INVERSIONES ECANU LTDA no fue creada, como dice la 
resolución de inicio, al servicio de la circulación de dinero ilícito de origen desconocido”, 
fue creada únicamente con el fin licito de percibir las utilidades generadas por 
“UNIAPUESTAS S.A.” en la comercialización del negocio de las apuestas del 
chance en el departamento del Atlántico cuya explotación le concedió el estado 
Colombiano. 
 
1.3.2.- Dentro de la OPOSICION oportunamente presentada, la sociedad 
INVERSIONES ECANU LTDA, solicitó respetuosamente al fiscal en conocimiento, 
“decretar la improcedencia de la acción con respecto al inmueble identificado por la fiscalía 
con el No. 551 matricula inmobiliaria número 040-9139 tomando las decisiones que en 
derecho correspondan los demás bienes.” 
 
1.3.3.- En el mismo escrito de OPOSICION referido, se presentó: 

”EXPLICACION INDIVIDUALIZADA DE LA PROCEDENCIA DE LOS 
BIENES DE LA SOCIEDAD INVERSIONES ECANU LTDA. 
1.5.1.- DATOS DEL INMUEBLE.- IDENTIFICADO POR LA FISCALIA CON 
EL No. 551, MATRICULA INMOBILIARIA 040-9139. 
 
Este inmueble fue adquirido por la sociedad INVERSIONES ECANU LTDA por 
tradición de que él le hiciera la señora MARIA SOLEDAD GARCES SALAZAR, 
causada por la compraventa, la que se contiene en la escritura pública número 2179 
del 16 de noviembre de 2004 en la notaria octava de Barranquilla, inscrita en la 
oficina de registros de instrumentos públicos de Barranquilla a folio de matrícula 
inmobiliaria número 040-9139. 
 
La señora MARIA SOLEDAD GARCES SALAZAR a su vez, adquirió este 
inmueble a título de sucesión mortis causa de su difunto esposo el causante 
EFRAIN CARRASCAL, cuyo trabajo de partición fue elevado a escritura pública 



           Merlano Abogados 
 

 
 

 
 

Cel: 310 6322116  
merlanoabogados@hotmail.com  
Barranquilla – Colombia  
 

M e r l a n o 
Abogados         
 

3 

número 2972 del 04 de octubre de 1999 de la notaria segunda de Barranquilla 
inscrita al folio de matrícula inmobiliaria No. 040-9139. 
 
A su vez, el señor EFRAIN CARRASCAL NUMA adquirió el referido inmueble 
por virtud de la sucesión de su señora madre LINDA MARIA NUMA DE 
CARRASCAL en el año 1991, contenido dicho trabajo de partición en la escritura 
pública número 2545 del 02 de octubre de ese año en la notaria cuarta de 
Barranquilla, inscrita en la oficina de registros de instrumentos públicos de 
Barranquilla a folio de matrícula inmobiliaria número 040-9139. 
 
Vista así las cosas tenemos que este inmueble jamás puede ser considerado como 
fruto del lavado de activo por cuanto fue adquirido a título de sucesión por la señora 
MARIA SOLEDAD GARCES SALAZAR y luego transferida por ésta a título de 
compraventa a la sociedad INVERSIONES ECANU LTDA. Anotemos que entre la 
señora MARIA SOLEDAD GARCES SALAZAR y las socias de la empresa 
INVERSIONES ECANU LTDA existe primer grado de consanguinidad 
descendiente (madre e hijas). La sucesión del señor EFRAIN CARRASCAL NUMA 
se entrega como prueba. En ella se encuentran todos los registros civiles que 
acreditan parentesco con las actuales socias de la empresa INVERSIONES ECANU 
LTDA.- 
 
1.5.2.- DATOS DEL INMUEBLE (VEHICULO) IDENTIFICADO POR LA 
FISCALIA CON EN No. 708. 
La fiscalía ha identificado con el número 708 un vehículo que tiene las siguientes 
especificaciones:  
 
PLACA FCQ-372 
CLASE CAMIONETA 
MARCA HUMMER 
MODELO 2006 
COLOR NEGRO 
MOTOR No. 5528H009 
CHASIS No. 5GTDN136163202163 
MANIFIESTO 07692270026141 
PROPIETARIO ACTUAL INVERSIONES ECANU 
DIRECCION CALLE 38 No. 39-43 Barranquilla 
SECRETARIA DE TRANSITO ENVIGADO 
VALOR COMERCIAL $120.000.000.00 
PROPIETARIO ANTERIOR JHON PAUL TORRES LABARCES 
 
Sea lo primero considerar, señora fiscal, que tal como se expuso en párrafos 
anteriores, habiéndose residenciado la familia CARRASCAL-GARCES en el 
exterior por las razones que vienen a citarse, hubo necesidad de nombrarse una 
persona que representara legalmente a la sociedad INVERSIONES ECANU LTDA, 
que, como se ha dicho, fue creada para percibir el porcentaje correspondiente a este 
grupo familiar en la sociedad “UNIAPUESTAS S.A.”. Esa persona fue la señora: 
LIBIA INES GARCIA SALAZAR CC. 32.718.477. 
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Pero es de anotar señora fiscal, que como quiera que los socios de la sociedad 
INVERSIONES ECANU LTDA no vivían en el país, a efectos de evitar futuros 
problemas jurídicos, el día 4 de octubre de 2005 se tomó por parte de la junta de 
socios la decisión de limitar las facultades de la señora LIBIA INES GARCIA 
SALAZAR en la representación legal de la empresa. En efecto, mediante acta 
número 5 del 04 de octubre de 2005 se dijo:  
“PARAGRAFO. Para la celebración de todo acto o contrato cuya cuantía sea igual 
o superior a CATORCE SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES 
VIGENTES (14 S.M.L.M.V) así como para vender, hipotecar, dar en prenda y/o 
limitar el dominio de bienes sociales, el gerente requiere autorización previa del 
máximo órgano social, con el quórum reglamentario. Los cheques que gire la 
sociedad serán firmados por el gerente.  
 
Puede notar señora fiscal que las limitaciones al gerente fueron <<para la 
celebración de todo acto o contrato>> o sea, adquisiciones para la sociedad o ventas 
de sus bienes sociales. 
 
El artículo 158 del código de comercio dispone: 
<REQUISITOS PARA LA REFORMA DEL CONTRATO DE SOCIEDAD>. 
Toda reforma del contrato de sociedad comercial deberá reducirse a escritura pública 
que se registrara como se dispone para la escritura de constitución de la sociedad, en 
la cámara de comercio correspondiente al domicilio social al tiempo de la reforma.  
 
En efecto, señora fiscal, a efectos de que estas limitaciones gozaran de plena eficacia 
jurídica y probatoria  el acta número 5 del 04 de octubre de 2005, ella fue elevada a 
escritura pública número 2179 del 10 de octubre de 2005 en la notaria segunda del 
circulo de Barranquilla y luego inscrita en el registro mercantil como lo señala la ley 
bajo el número 120.393 del 11 de octubre de 2005. Todo lo anterior lo estamos 
probando no solo con el certificado de existencia y representación legal de la sociedad 
INVERSIONES ECANU LTDA en donde aparecen inscritas todas las reformas de 
la sociedad, sino además con copia íntegra de toda la carpeta de la sociedad que 
aparece asentada en los archivos de la cámara de comercio de Barranquilla en la que 
aparece, como es obvio, copia de la escritura pública número 2179 del 10 de octubre 
de 2005 de la notaria segunda del circulo de Barranquilla.  
 
¿Cómo opera entonces la limitante impuesta a la representación legal de la sociedad 
mediante acta número 5 del 04 de octubre de 2005? 
R/en la actualidad el salario mínimo se encuentra $616.000.00, la señora LIBIA 
INES GARCES SALAZAR e su calidad de representante legal de la sociedad 
INVERSIONES ECANU LTDA tenía facultades para la celebración de todo acto o 
contrato que no superara la suma de 616.000.00 *14 = $8.624.000.00. Nos 
preguntamos entonces: ¿con que autorización pudo adquirir la señora LIBIA INES 
GARCES SALAZAR para la sociedad INVERSIONES ECANU LTDA el vehículo 
marca Hummer de placas FCQ-372 con valor comercial de $120.000.000.00 siendo 
que este precio cualquiera que sea la época en la que se le quisiera mirar, indexado o 
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no, valor presente o valor pasado, supera con creces el monto del cual ella tenía 
autorización para adquirir bienes.  
 
Dígase de una vez, la señora LIBIA INES GARCES SALAZAR ingreso este 
vehículo a la sociedad INVERSIONES ECANU LTDA sin que los socios hayan 
prestado consentimiento para ello y aún más, bajo su expresa prohibición. En 
consecuencia, esta representante legal tendrá que rendir las respectivas 
explicaciones tanto a las autoridades como a los socios de INVERSIONES ECANU 
LTDA por ingreso de este bien.  
 
Por consiguiente, al no contarse con la autorización por parte de la junta de socios 
para la compra del vehículo indicado en este acápite, ello haría que el contrato de 
compraventa sea declarado nulo por falta de capacidad de la representante legal para 
celebrar dicho acto jurídico.” 
 

1.4.- El 22 de mayo de 2014 LA FISCALIA 38 Delegada para las finanzas 
criminales, dirección especializada para la extinción del derecho de dominio 
profirió resolución dando inicio a la acción de extinción de dominio contra los 
bienes identificados al interior de dicha causa penal. Los múltiples afectados por 
esa decisión, impetraron infinidad de recursos de apelación  para que fueran 
resueltos por la sala de extinción de domino del Tribunal Superior de Bogotá. 
 
1.5.- Solo hasta septiembre 09 de 2019, LA FISCALIA 38 Delegada para las finanzas 
criminales, dirección especializada para la extinción del derecho de dominio, 
procedió a dar apertura a la etapa probatoria de las oposiciones propuestas dentro 
del trámite en cuestión, de radicado: 9477 y señala: “8. OPOSICION DEL Dr. 
ENRIQUE SEGUNDO PEREZ ALVAREZ, apoderado de INVERSIONES ECANU 
LTDA., cuyo representante legal es LIZ MARY CARRASCAL GARCES… (…)” 
 
1.6.- El 15 de diciembre del 2020, la FISCALIA SEGUNDA DELEGADA ANTE EL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA- SALA DE EXTINCION DE DOMINIO 
decidió abstenerse de admitir los recursos propuestos contra la resolución de inicio 
de extinción de dominio proferida por la FISCALIA 38 el 22 de mayo de 2014, y 
declaró oficiosamente la NULIDAD de la actuación a partir inclusive del último 
acto procesal de la ejecutoria formal de la señalada resolución y sus aditivas. 
 
1.7.- El 23 de julio de 2021, LA FISCALIA 38 Delegada para las finanzas criminales, 
dirección especializada para la extinción del derecho de dominio, decretó la 
ruptura de la unidad procesal dentro de las diligencias del radicado comentado, 
solicitando ante la Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de Extinción del 
Derecho de Dominio, la asignación de radicado para proseguir con la actuación 
respecto de los siguientes bienes… (…) 
 
1.8.- En la relación de bienes considerados, se omite el bien IDENTIFICADO POR 
LA FISCALIA CON EL No. 551, MATRICULA INMOBILIARIA 040-9139, de 
propiedad INVERSIONES ECANU LTDA. 
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1.9.- No existe razón objetiva que justifique que no se haya decretado la ruptura 
procesal también con respecto del bien de mí representada, la Accionante 
INVERSIONES ECANU LTDA EN LIQUIDACION, por lo cual, además de la 
afectación padecida a lo largo de estos casi 10 años de moroso proceder judicial, 
ahora con el decreto de la Nulidad procesal referida se ve expuesta a una mayor 
dilación en la resolución de su justa oposición. 
 
1.9.1.- La omisión de LA FISCALIA 38 Delegada para las finanzas criminales, 
dirección especializada para la extinción del derecho de dominio al no incluir  el 
bien IDENTIFICADO POR LA FISCALIA CON EL No. 551, MATRICULA 
INMOBILIARIA 040-9139, de propiedad INVERSIONES ECANU LTDA, dentro de 
la ruptura procesal decretada constituye una evidente discriminación que atenta 
contra  su derecho constitucional a la igualdad, pues de mi representada  también 
debió predicarse lo señalado por el ente investigador en su motivación ”esta 
ruptura además procede en aras de preservar derechos fundamentales, máxime 
cuando por mandato constitucional no se puede quebrantar la presunción de buena 
fe exenta de culpa en la adquisición de bienes de una persona, más cuando en 
atención en el mismo contenido de la ley que rige la ley de extinción del derecho de 
dominio, señala como principio probatorio la carga dinámica de la prueba, según 
la cual, el deber de probar determinado hecho o circunstancia se impone a la parte 
que este en las mejores condiciones de hacerlo (…)” negrillas fuera de texto. 
 
De los hechos  que vienen de enunciarse, se evidencia palmariamente que la 
sociedad INVERSIONES ECANU LTDA EN LIQUIDACION lleva más de 10 años 
vinculada a la causa penal pluricomentada, soportando una injusta acción de 
extinción de dominio sobre el bien IDENTIFICADO POR LA FISCALIA CON EL 
No. 551, MATRICULA INMOBILIARIA 040-9139, sin que el ente investigador  
haya abordado la oposición propuesta, evacuado la totalidad de las pruebas 
solicitadas y pronunciándose ya de fondo como hubiera correspondido después de 
tan largo tiempo y, ahora, además, la excluye de la ruptura procesal decretada, 
sometiéndola a tener que padecer la innegable nueva dilación que vivirán las 
decisiones dentro de esa causa en virtud de la nulidad decretada. 
 
Independiente de lo complejo y entramado de la causa penal RAD: 9477ED, cada 
bien sometido a la acción de extinción de dominio tienen una entidad jurídica 
propia y aunque el trámite se adelante independiente de quien sea su propietario, 
no lo es menos, que las acciones sobre ellos suponen la afectación al derecho 
individual de un titular y en dicho sentido, como lo ha observado recurrentemente 
la jurisprudencia al tutelar el derecho constitucional al debido proceso, las 
decisiones deben ser tomadas dentro de un plazo razonable. 
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2.- DERECHOS VULNERADOS 
 
 
ARTICULO 29.  El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, 
la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a 
la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la 
haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la 
defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 
investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; 
a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso. 
 
ARTICULO 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 
administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 
representación de abogado. 
 
 

3.- FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES 
 
Contenido y alcance: 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO-Vulneración por no observarse la regla 
constitucional de plazo razonable en el trámite de un proceso de extinción de 
dominio.  
 
“La acción de tutela es el mecanismo judicial eficaz para lograr que las autoridades 
judiciales encargadas del trámite y juzgamiento del proceso extintivo adopten sus 
determinaciones en un plazo razonable, cuando el investigado ha sido diligente en aceptar 
los requerimientos judiciales realizados y contribuir en el eficiente desarrollo de la 
investigación” 
  
DERECHO A UN DEBIDO PROCESO EN UN PLAZO RAZONABLE-Se exhorta a 
las autoridades para que diseñen y ejecuten un plan de acción que permita evacuar 
con observancia del principio de celeridad los procesos de extinción de dominio  
 
DERECHO A UN DEBIDO PROCESO EN UN PLAZO RAZONABLE-Orden a 
Fiscalía Especializada llevar a cabo en un plazo razonable lo que resta de 
tramitación en proceso extintivo  
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Referencia: expediente T- 4.329.910, Procedencia: Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Civil, Magistrada Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO, 
Bogotá, D. C., veintiocho (28) de julio de dos mil dieciséis (2016). 

 
“El plazo razonable como elemento del derecho fundamental al debido proceso. 
Reiteración de jurisprudencia 
 
50. Uno de los deberes que impuso el Constituyente a las personas que conviven 
en el Estado Social de Derecho fue el de “colaborar para el buen funcionamiento de 
la administración de la justicia” , esto implica, que una vez la autoridad judicial 
ordena la intervención de una persona ya como demandado, investigado, tercero, 
interesado, etc., ésta debe atender, sin demora, los requerimientos que haya 
establecido el ente jurisdiccional. 
 
51. Por su parte, el Estado tiene la obligación de garantizar la debida diligencia 
en la adopción de sus decisiones y de observar los términos procesales, cuyo 
incumplimiento debe ser sancionado por mandato de la Constitución (art. 229 C.P.).  
 
52. De esta manera, se estructura el marco jurídico diseñado en la Carta Política 
de 1991 que permite asegurar el valor constitucional de la justicia (Preámbulo), en 
tanto que prima facie una decisión extemporánea o producto de una dilación 
injustificada por parte de la autoridad no solo impide la realización de la vigencia de 
orden social justo, sino que deslegitima el actuar del aparato judicial (art. 116 C.P.), 
en tanto, cercena la confianza de todo aquel que acude ante él, de que habrá una 
decisión oportuna sobre el asunto que afecta la paz y convivencia social (art. 2). 
 
53. Es en este contexto en el que debe entenderse la relación existente entre el 
plazo razonable y la prohibición de las dilaciones injustificadas en los procesos, que 
esta Corporación ha definido como elementos de los derechos fundamentales al 
debido proceso (artículo 29 Superior) y de acceso a la administración de justicia (art. 
228 C.P.).  
 
54. Ha dicho la Corte que  
 
“desde la perspectiva constitucional la adopción por parte del Constituyente del 
modelo del Estado social de derecho implica que el acceso a la administración de 
justicia así como los demás derechos reconocidos en la Constitución deben ser 
garantizados de forma efectiva dado que su simple protección formal, como por 
ejemplo su mera enunciación en una Carta de derechos sería incongruente con el 
mandato de respeto de la dignidad humana, de allí entonces que el artículo 5º 
Superior haya reconocido, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos 
inalienables de las personas dentro de los cuales se encuentra el derecho de acceso a 
la administración de justicia, que conforme a las disposiciones citadas, ha de ser 
garantizado de forma material y efectiva” . 
 
55. Por lo anterior, los fiscales, jueces y magistrados han de concebir la labor 
judicial como una función que va mucho allá de emitir providencias, dado que para 
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que éstas sean legítimas deben proferirse conforme a la Constitución y a la ley, tanto 
formal como materialmente, lo cual incluye que en su expedición se acaten los 
términos procesales. De allí que “la jurisdicción no cumple con la tarea que le es 
propia, si los procesos se extienden indefinidamente, prolongando de esta manera, la 
falta de decisión sobre las situaciones que generan el litigio, atentando así, 
gravemente contra la seguridad jurídica que tienen los ciudadanos.” . 
 
56. Así lo entendió el Legislador al expedir la Ley 270 de 1996– Estatutaria de la 
Administración de Justicia –donde se señalaron una serie de principios que rigen la 
administración de justicia, entre ellos la celeridad (art. 4) la eficiencia (art. 7) y el 
respeto de los derechos de quienes intervienen en el proceso (art. 9) . 
 
57. Para la Sala, como lo ha expresado esta Corporación, “quien presenta una 
demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra 
actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, 
tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales 
dispuestos para ello” . Por lo anterior, no dictar las providencias en los términos de 
ley vulnera, prima facie, los derechos al debido proceso y de acceso material a la 
administración de justicia.  
 
58. El contenido de este derecho se ha identificado en los siguientes términos 
 
"el acceso a la administración de justicia implica, entonces, la posibilidad de que 
cualquier persona solicite a los jueces competentes la protección o el restablecimiento 
de los derechos que consagran la Constitución y la ley. Sin embargo, la función en 
comento no se entiende concluida con la simple solicitud o el planteamiento de las 
pretensiones procesales ante las respectivas instancias judiciales; por el contrario, el 
acceso a la administración de justicia debe ser efectivo, lo cual se logra cuando, 
dentro de determinadas circunstancias y con arreglo a la ley, el juez garantiza una 
igualdad a las partes, analiza las pruebas, llega a un libre convencimiento, aplica la 
Constitución y la ley y, si es el caso, proclama la vigencia y la realización de los 
derechos amenazados o vulnerados. Es dentro de este marco que la Corte 
Constitucional no ha vacilado en calificar al derecho a que hace alusión la norma que 
se revisa -que está contenido en los artículos 29 y 229 de la Carta Política- como uno 
de los derechos fundamentales, susceptible de protección jurídica inmediata a través 
de mecanismos como la acción de tutela prevista en el artículo 86 superior.”  
 
59. De igual manera, se ha señalado que este derecho “no puede interpretarse como 
algo desligado del tiempo en que deben ser adoptadas las decisiones judiciales 
durante las diferentes etapas del proceso por parte de los funcionarios, sino que ha de 
ser comprendido en el sentido de que se garantice dentro de los plazos fijados en la 
ley”, por cuanto lo contrario “implicaría que cada uno de los magistrados, jueces y 
fiscales podrían, a su leal saber y entender, proferir en cualquier tiempo las 
providencias judiciales, lo cual desconoce lo ordenado en el artículo 123 de la Carta 
Política en cuanto dispone que los servidores públicos, y dentro de esta categoría los 
funcionarios judiciales, deben ejercer sus funciones en la forma prevista por la 
Constitución, la ley o el reglamento” . 
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60. En el ámbito del Sistema Interamericano de Protección de Derechos 
Humanos y atendiendo además lo dispuesto en materia del bloque de 
constitucionalidad, el derecho a un plazo razonable deriva de lo previsto en los 
artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en lo 
concerniente a la protección de la libertad personal y en el marco del derecho al 
debido proceso, respectivamente. 
 
61. No obstante, la realidad del país da cuenta que la congestión que padece el 
sistema judicial y el exceso de las cargas laborales, en la mayoría de casos no permite 
a los funcionarios cumplir con los plazos legalmente establecidos. En esos eventos, a 
efectos de evaluar la afectación a los derechos fundamentales al debido proceso y al 
acceso a la administración de justicia ha de distinguirse entre el mero retardo en la 
observancia del término y la mora judicial injustificada, la cual se estructura a 
partir de los elementos descritos en la Sentencia T-230 de 2013, así:  
 
a) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para adelantar 
alguna actuación judicial;  
b) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la 
congestión judicial o el volumen de trabajo; y 
c) la tardanza es imputable a la falta de diligencia u omisión sistemática de los 
deberes por parte del funcionario judicial.   
62. Sobre este último elemento para estructurar la mora judicial injustificada, 
debe recordarse que desde la Sentencia T-030 de 2005  la Corte señaló que ante la 
imposibilidad de dictar las providencias a su cargo en los plazos previstos por el 
Legislador, el magistrado, juez o fiscal debe informar a quien interviene en el 
proceso sobre las medidas utilizadas y de las gestiones realizadas para evitar la 
congestión del despacho judicial, así como de las causas que no permitieron dictar 
una decisión oportuna. Lo anterior, por cuanto los interesados en la actuación 
procesal “tienen derecho a conocer con precisión y claridad las circunstancias por 
las que atraviesa el despacho judicial y que impiden una resolución pronta de los 
procesos” . 
 
63. Lo anterior, como desarrollo de los deberes de los funcionarios judiciales 
contenidos en el artículo 153 de la Ley 270 de 1996 que les impone: i) respetar, 
cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las 
leyes y los reglamentos ; ii) desempeñar con celeridad las funciones a su cargo ; iii) 
poner en conocimiento del superior los hechos que puedan perjudicar la 
administración y las iniciativas que se estimen útiles para el mejoramiento del 
servicio  y, iv) resolver los asuntos sometidos a su consideración dentro de los 
términos previstos en la ley y con sujeción a los principios y garantías que orientan 
el ejercicio de la función jurisdiccional . 
 
64. En todo caso, debe reiterarse  que a los funcionarios no les basta con aducir 
exceso de trabajo o una significativa acumulación de procesos para justificar el 
incumplimiento de los términos judiciales, dado que no puede hacerse recaer sobre la 
persona que acude a la jurisdicción la ineficiencia o ineficacia del Estado , 
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desconociendo sus derechos fundamentales.   Como se afirmó en la Sentencia T-1068 
de 2004 “no puede aducirse por parte de un juez de la República que se cumplen las 
funciones a él encargadas para un negocio y se desatienden en otro” .  
 
65. En estas condiciones, salvo en el caso que la persona se encuentre ante un 
perjuicio irremediable, “el mero incumplimiento de los plazos no constituye por sí 
mismo violación del derecho fundamental indicado, ya que la dilación de los plazos 
puede estar justificada por razones probadas y objetivamente insuperables que 
impidan al juez o fiscal adoptar oportunamente la decisión” . En otras palabras, “la 
mora judicial sólo se justificaría en el evento en que, ante la diligencia y celeridad 
judicial con la que actúe el juez correspondiente, surjan situaciones imprevisibles e 
ineludibles que no le permitan cumplir con los términos judiciales señalados por la 
ley” . (Resaltado fuera de texto) 
 
66. Desde esta perspectiva, para determinar si en un caso concreto se ha observado 
un plazo razonable la jurisprudencia constitucional ha acogido los tres elementos 
aplicados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos  a saber: i) la 
complejidad del asunto; ii) la actividad procesal del interesado; y iii) la conducta de 
las autoridades públicas.  
 
67. No obstante, con ocasión del caso Valle Jaramillo vs Colombia , el análisis del 
plazo razonable ha de incluir además, una reflexión posible sobre "la afectación 
actual que el procedimiento implica para los derechos y deberes" del procesado. Esto 
es, la situación jurídica de la persona, a fin de determinar el daño mayor o menor 
que el tiempo de tramitación del proceso causa, en la definición de una controversia. 
La citada providencia señaló:  
 
“El Tribunal considera pertinente precisar, además, que en dicho análisis de 
razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del 
procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, 
considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Si el paso del 
tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará 
necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se 
resuelva en un tiempo breve”. (Resaltado fuera de texto). 
 
68.  Por consiguiente, en cada caso, con base en las pautas señaladas, deberá 
determinase si el plazo razonable se ha infringido debiéndose realizar un análisis 
global del procedimiento, que va más allá de evaluar los términos o los plazos, para 
ahondar en las características mismas del proceso, en cada caso particular. 
 
69. Así, es posible que el derecho a un debido proceso en un plazo razonable se 
lesione a causa del incumplimiento de los términos procesales. En estos eventos, la 
acción de tutela es procedente cuando “(i) el funcionario haya incurrido en mora 
judicial injustificada y que (ii) se esté ante la posibilidad de que se materialice un 
daño que genere un perjuicio que no pueda ser subsanado” . 
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70. Aunado a lo expuesto, pueden presentarse casos en los que pese a que en el 
discurrir del proceso no se evidencie la existencia de mora judicial, en tanto la 
dilación o parálisis no es atribuible a una conducta negligente del funcionario, el 
procedimiento, en razón al diseño legislativo, las complejidades probatorias de los 
hechos y el cumplimiento de la etapa prevista para su desarrollo, se configure una 
situación en la que examinado en contexto el proceso desde su inicio hasta su estado 
actual, evidencie un plazo desproporcionado no solo porque objetivamente los 
términos legales se encuentren vencidos, sino porque la ausencia de terminación de 
proceso pone a las personas que en él intervienen, de manera indefinida en la 
condición de sujetos sub judice, lo cual contradice el mandato constitucional a un 
acceso a la justicia pronta y cumplida (arts. 228 y 229 C.P.) 
 
71. En esas circunstancias el juez de tutela podrá, en principio, ordenar al 
funcionario a cargo de la actuación procesal: i) que resuelva el asunto en el término 
perentorio que aquél le fije; ii) que observe con diligencia los términos legales, 
dándole prioridad a la resolución del asunto; iii) de manera excepcional, que altere el 
turno para proferir el fallo, cuando se está en presencia de un sujeto de especial 
protección constitucional, o cuando la demora en resolución del asunto supere los 
plazos razonables en contraste con las condiciones de espera particulares del 
afectado ; en aquellos eventos en que se está ante la posible materialización de un 
perjuicio irremediable, también se puede ordenar iv) un amparo transitorio en 
relación con los derechos fundamentales comprometidos, mientras el juez 
competente dirime la controversia planteada.  
 
72. En suma, si bien la administración de justicia debe ser pronta como elemento 
esencial de la garantía efectiva de un debido proceso, no todo retardo en la adopción 
de una decisión judicial genera per se una infracción a la Constitución. Para que 
esto ocurra debe probarse que la dilación injustificada tuvo origen en la falta de 
diligencia del funcionario judicial en el cumplimiento de sus deberes o que el plazo 
del proceso sea irrazonable.  
 
El desconocimiento del plazo razonable viola la garantía de acceso oportuno a la 
administración de justicia pues, aunque el procesado sea parte de un trámite éste no 
avanza adecuadamente y, por lo tanto, la terminación del proceso no aparece como 
resultado cierto. De esta forma, la carencia de una solución de fondo que resuelva el 
asunto jurídico planteado y libere al procesado de la carga de seguir siendo parte en 
el trámite, desconoce la seguridad jurídica y su derecho a que se resuelva la 
situación. La irrazonabilidad del plazo dentro de un proceso frustra el acceso a la 
administración de justicia en el componente del derecho a obtener una decisión 
judicial. No basta con estar en presencia de una autoridad judicial, es indispensable 
que ella resuelva la situación para que haya pleno acceso a la jurisdicción. 
 
Como ya se ha dicho, el concepto de plazo razonable es indeterminado, pero 
determinable y procura acudir al análisis de las especificidades de cada caso en 
particular. Los criterios que han elaborado distintos tribunales para adelantar el 
estudio son (i) las circunstancias generales del caso concreto (incluida la afectación 
actual que el procedimiento implica para los derechos y deberes del procesado), (ii) la 
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complejidad del caso, (iii) la conducta procesal de las partes, (iv) la valoración global 
del procedimiento y (v) los intereses que se debaten en el trámite.  
 
La Corte insiste que uno de los rasgos fundamentales para valorar si un proceso ha 
transcurrido durante un plazo razonable, son las particularidades de los casos, que 
aunque han sido consideradas como un paso específico del análisis, se convierten en 
un asunto transversal. Por lo tanto, la particularidad de las medidas impuestas, la 
materia objeto del proceso, los derechos limitados por las mismas –aspecto objetivo- 
y el impacto específico que ellas generan en el procesado –aspecto subjetivo- deberán 
ser valorados para determinar el carácter legítimo o ilegítimo del tiempo 
transcurrido en el desarrollo de un proceso. 
 
En este punto es fundamental considerar no sólo las cargas connaturales a los 
procesos sino aquellas que se configuran por medio de mecanismos legales que 
restringen derechos, como las medidas cautelares. En estos escenarios, ya que la 
limitación de derechos es variable en materia e intensidad, deberá asumirse un 
estándar diferente para hacer la valoración en cada caso concreto. En efecto, una 
restricción sobre la libertad personal, deberá tener una connotación específica que 
lleve a un análisis más riguroso del plazo razonable, mientras que las limitaciones 
sobre derechos patrimoniales deberán tener otra más flexible.  
 
Finalmente, la determinación de los intereses en discusión permite la formulación de 
una regla de valoración específica: si la celeridad puede considerarse consustancial a 
los intereses debatidos en el proceso, se reduce el límite de duración de aquello que se 
considera razonable. Para establecer la relación entre la materia debatida y la 
celeridad es relevante considerar un aspecto objetivo y uno subjetivo. El primero se 
refiere a la materia que se discute en el trámite judicial y la necesidad urgente de su 
determinación (por ejemplo la filiación de menores) y el segundo versa sobre las 
circunstancias específicas de quienes hacen parte en el trámite (por ejemplo el 
procesado está privado de su libertad). En estos casos “prioritarios” la valoración 
acerca de las dilaciones indebidas debe tomar en consideración que se exige un deber 
especial de cuidado y diligencia por parte de las autoridades a cargo”. 

 
 

4.- PRUEBAS 
 
 
4.1.- Poder para actuar 
4.2.- Certificado de existencia y representación legal sociedad 
4.3.- Copia de resolución  inicio a la acción de extinción de dominio por parte de 
LA FISCALIA 38 Delegada para las finanzas criminales, dirección especializada 
para la extinción del derecho de dominio. 
4.4.- Copia del auto de apertura etapa probatoria proferido por LA FISCALIA 38 
Delegada para las finanzas criminales, dirección especializada para la extinción del 
derecho de dominio. 
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4.5.- Copia de la resolución de la FISCALIA SEGUNDA DELEGADA ANTE EL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA- SALA DE EXTINCION DE DOMINIO 
donde se decreta NULIDAD actuación. 
4.6.- Copia de la resolución de la FISCALIA 38 Delegada para las finanzas 
criminales, dirección especializada para la extinción del derecho de dominio, 
decretando la ruptura de la unidad procesal para algunos bienes dentro del  RAD: 
9477ED. 
 
 

5.- PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los hechos relacionados, me permito solicitar 
respetuosamente, al Señor Juez, tutelar el derecho fundamental de debido proceso 
y acceso a la administración de justicia. 
 
Que como consecuencia de lo anterior se ordene a la FISCALIA 38 
ESPECIALIZADA UNIDAD NACIONAL PARA LA EXTINCION DE DOMINIO 
Y CONTRA EL LAVADO DE ACTIVO, decretar la RUPTURA PROCESAL con 
respecto el bien IDENTIFICADO POR LA FISCALIA CON EL No. 551, 
MATRICULA INMOBILIARIA 040-9139, de propiedad INVERSIONES ECANU 
LTDA. 
  
Atendida la solicitud de RUPTURA PROCESAL  del bien IDENTIFICADO POR 
LA FISCALIA CON EL No. 551, MATRICULA INMOBILIARIA 040-9139, de 
propiedad INVERSIONES ECANU LTDA, se proceda a dar trámite diligente a la 
oposición propuesta para que ahora sí, se den pronunciamientos de fondo dentro 
de un plazo razonable. 
  

6.- FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento mi accionar en lo dispuesto en los artículos 29, 229 y 86 de la 
Constitución Nacional, decretos 2591 y 306 de 1991 y ley 24 de 1992. 
 
 

7.- JURAMENTO 
 
Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que no he instaurado otra acción de 
tutela con fundamento en los mismos hechos y derechos y contra la misma 
autoridad a que se contrae la presenta, ante ninguna autoridad judicial. 
 
 

8.- ANEXOS 
 
8.1.- Documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
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9.- NOTIFICACIONES 
 
9.1.- ACCIONANTE: INVERSIONES ECANU LTDA EN LIQUIDACION, NIT 
No. 802 014 890-9, puede ser notificada en el correo electrónico: 
lizcarrascal@gmail.com, dirección calle 80B No. 42D-86 de Barranquilla. 
 
APODERADO DE LA PARTE DACCIONANTE: 
9.2.- CARLOS MERLANO RODRIGUEZ domiciliado profesionalmente en la 
carrera 42 H # 85-135 de la ciudad de Barranquilla. Email: 
merlanoabogados@hotmail.com 
 
9.3.- ENTIDAD ACCIONADA: FISCALIA 38 ESPECIALIZADA UNIDAD 
NACIONAL PARA LA EXTINCION DE DOMINIO Y CONTRA EL LAVADO 
DE ACTIVO, Diagonal 22B No. 52-01 bloque H piso 3, Bogotá D.C., teléfono 
3165271061. 
 
 
De los honorables Magistrados, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CARLOS DANIEL MERLANO RODRIGUEZ 
C.C. No. 8.739.379 
T.P. No. 80.090 C. S. de la J. 
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